
Número Identificador 

 
SEN2020________________ 

 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL VI 
 

 

DELIA M. VIVAS 
BARLUCEA 

 

Peticionaria  
 

v. 

 
ERICK D. ASTACIO 

MARRERO 
 

Recurrido 

 
 
 

 
 
KLAN202000004  

 

Apelación  
acogida como 
Certiorari 
procedente del 
Tribunal de 
Primera Instancia, 

Sala de San Juan 
 

Sobre: 
Divorcio 
 

Caso Número: 
SJ2019RF01148 
 

 
Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, la 

Jueza Domínguez Irizarry y la Jueza Surén Fuentes 
 

Domínguez Irizarry, Jueza Ponente 
 

SE NTE NC IA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de enero de 2020. 

La peticionaria, señora Delia M. Vivas Barlucea, comparece 

ante nos y solicita nuestra intervención para que dejemos sin efecto 

la determinación emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

de San Juan, el 6 de diciembre de 2019, notificada el 17 de 

diciembre de 2019.  Mediante la misma, el foro de origen adjudicó a 

ambos padres la custodia provisional de la hija menor de edad de 

las partes.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

acoge el presente recurso como uno de certiorari,1 se expide el auto 

solicitado y se revoca la determinación recurrida. 

I 

 Según surge del expediente, durante la vigencia de su 

matrimonio, las partes procrearon a la menor AAAV, nacida el 8 de 

 
1 Según expresamos en nuestra Resolución del 14 de enero de 2020, examinado 

el recurso de epígrafe, se acogió el mismo como una solicitud de certiorari por no 

recurrir de una determinación de custodia final. Figueroa v. Del Rosario, 147 DPR 

121 (1998). 
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junio de 2015.  El 31 de octubre de 2019, la Sra. Vivas Barlucea 

presentó una Demanda de divorcio bajo la causal de ruptura 

irreparable.  En ella había solicitado, entre otras cosas, la custodia 

monoparental de la menor AAAV.  El 12 de noviembre de 2019, el 

Sr. Astacio Marrero presentó una Contestación a Demanda y 

Reconvención solicitando custodia compartida de la menor AAAV.  El 

14 de noviembre de 2019, el Tribunal de Primera Instancia refirió el 

caso a la Unidad Social para evaluación de custodia.  El 22 de 

noviembre de 2019, la Sra. Vivas Barlucea presentó una 

Contestación a Reconvención oponiéndose a la custodia compartida.  

Manifestó que el padre de la menor carece del tiempo para dedicar 

a su hija debido a los típicos horarios de su profesión de cocinero; 

que la menor está ajustada al plan actual de relaciones 

paternofiliales, por lo cual alterar el mismo trastocaría la vida diaria 

de la menor; y que tiempos prolongados sin ver a su hija afectarían 

su hábito de lactancia.   

Así las cosas, el 6 de diciembre de 2019 se celebró la vista de 

divorcio.  Ese mismo día, el Tribunal de Primera Instancia declaró 

con lugar la Demanda de divorcio por la causa de ruptura 

irreparable y dispuso provisionalmente una custodia compartida 

hasta que la Unidad Social rindiera su informe. En su escrito el 

juzgador especificó lo siguiente: 

La custodia provisionalmente será compartida a tiempo 

igual, según las partes acordaron de manera voluntaria, 
hasta que la Unidad Social rinda su informe. 
 

Oportunamente, el 17 de diciembre de 2019, la Sra. Vivas 

Barlucea solicitó al Tribunal de Primera Instancia reconsiderar su 

dictamen.  En el pliego, adujo que las partes sometieron un proyecto 

de sentencia que recogía los acuerdos a los que habían llegado justo 

antes de la vista de divorcio, los cuales no establecían una custodia 

compartida. La Sra. Vivas Barlucea argumentó que el 

pronunciamiento no incorporó lo que pactó voluntariamente con el 
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padre de la menor AAAV.  El 18 de diciembre de 2019, el Sr. Astacio 

Marrero se opuso a la moción de reconsideración. Alegó que nunca 

había acordado con la Sra. Vivas Barlucea ni había declarado en la 

vista que la menor AAAV seguiría provisionalmente bajo la custodia 

de su madre. Asimismo, el Sr. Astacio Marrero planteó que no se 

presentó evidencia en la vista de divorcio sobre su falta de capacidad 

para ostentar la custodia compartida de su hija.  

Luego de ambas partes presentar sendas réplica y dúplica en 

torno a la moción de reconsideración, mediante Resolución emitida 

el 19 de diciembre de 2019 y notificada el 23 de diciembre de 2019, 

el foro primario denegó la solicitud de reconsideración de la Sra. 

Vivas Barlucea. Inconforme con lo resuelto, el 2 de enero de 2020, 

la Sra. Vivas Barlucea compareció ante nos mediante el presente 

recurso de Apelación, en el cual formula los siguientes 

señalamientos de error: 

Erró y abusó de su discreción el TPI al emitir una 
Sentencia estableciendo de manera provis[i]onal una 
custodia compartida tiempo igual sin notificar a las 

partes durante la vista que estaría adjudicando la 
referida controversia en violación al debido proceso de 

ley.  
 
Erró y abusó de su discreción el TPI al emitir una 

Sentencia estableciendo de manera provis[i]onal una 
custodia compartida tiempo igual sin permitirle a las 

partes presentar prueba relativa a dicha controversia en 
violación al debido proceso de ley. 
 

Erró y abusó de su discreción el TPI al emitir una 
Sentencia estableciendo de manera provis[i]onal una 
custodia compartida tiempo igual a pesar de que la 

misma no formó parte de los acuerdos vertidos por las 
partes y aprobados por el tribunal durante la vista de 

divorcio en violación al debido proceso de ley. 
 
Erró y abusó de su discreción el TPI al emitir una 

Sentencia estableciendo de manera provisional una 
custodia compartida tiempo igual a pesar de que la 
investigación de la Unidad Social sobre la custodia aún 

no había comenzado en violación al debido proceso de 
ley. 

 

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a disponer del presente asunto. 
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II 

A 

El recurso de certiorari es el mecanismo procesal idóneo para 

que un tribunal de superior jerarquía pueda enmendar los errores 

que cometa el foro primario, ya sean procesales o sustantivos.  León 

v. Rest. El Tropical, 154 DPR 249 (2001).  Sin embargo, distinto al 

recurso de apelación, su expedición está sujeta a la discreción del 

foro revisor, reserva de criterio propia del discernimiento judicial en 

el quehacer de justicia.  Ahora bien, el ejercicio de esta facultad no 

significa que los tribunales se abstraigan totalmente del derecho 

aplicable a la cuestión planteada. Ciertamente, tal conducta 

constituiría un abuso de sus funciones.  Recordemos, pues, que, por 

virtud de las facultades delegadas por nuestra Ley Suprema a la 

Rama Judicial, los tribunales estamos llamados a interpretar los 

estatutos cuando no son concluyentes con relación a determinado 

aspecto, o cuando una noción básica de lo que es justo, nos llame a 

mitigar los efectos adversos de su aplicación.  Depto. de la Familia v. 

Shrivers Otero, 145 DPR 351 (1998).   

 En aras de que este Foro pueda ejercer con mesura la facultad 

discrecional de entender, o no, en los méritos una solicitud de 

certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

enumera los criterios que viabilizan dicho ejercicio.  En particular, 

la referida disposición establece que: 

[e]l Tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa:  
 

(A) Si el remedio y la disposición de la 
decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a 
derecho.  
 

(B) Si la situación de hechos planteada es 
la más indicada para el análisis del 

problema.  
 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la 
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apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  

 
(D) Si el asunto planteado exige 

consideración más detenida a la luz de 
los autos originales, los cuales deberán 
ser elevados, o de alegatos más 

elaborados.  
 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia 
para su consideración.  

 
(F) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa no causan un 

fraccionamiento indebido del pleito y 
una dilación indeseable en la solución 

final del litigio. 
 

(G) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la 
justicia.   

 

4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  
 

El auto de certiorari es uno de carácter extraordinario y 

discrecional.  El mismo debe ser utilizado con cautela, sólo por 

razones de peso.  León v. Rest. El Tropical, supra.   

B 

La custodia es la tenencia o control físico que tiene un 

progenitor sobre sus hijos, cuya principal implicación es ejercer 

sobre éstos su cuidado inmediato.  Chévere v. Levis, 150 DPR 

525 (2000); Torres, Ex parte, 118 DPR 469 (1987); Nudelman v. 

Ferrer Bolívar, 107 DPR 495 (1978).  Por otro lado, las relaciones 

paternofiliales tratan sobre el derecho que corresponde al padre o la 

madre para comunicarse y relacionarse con aquellos hijos cuya 

custodia por designación judicial ha sido conferida a otra persona.  

Sterzinger v. Ramírez, 116 DPR 762, 775 (1985).  

Nuestro estado de derecho reconoce que, de ordinario, el lugar 

más idóneo en donde pueda encontrarse un niño es en su hogar, 

junto a sus padres biológicos y disfrutando de su compañía.  Pérez 

Ex parte v. Depto. de la Familia, 147 DPR 556 (1999).  Como norma, 

a los padres les asiste el derecho de velar por el cuido, custodia y 
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control de sus hijos.  Estrella, Monge v. Figueroa Guerra, 170 DPR 

644 (2007); Rivera v. Morales, 167 DPR 280 (2006); Stanley v. 

Iliinois, 405 US 702 (1972).  En el ejercicio de dicha facultad, éstos 

están llamados a desempeñarse con responsabilidad, de manera 

que sus actos no incidan en los intereses de su prole.  Vargas v. 

Soler, 160 DPR 790 (2003).   

Si bien el disfrute de la guarda y tenencia de los hijos menores 

está protegido, lo cierto es que ello no es absoluto.  Dado a que el 

bienestar de un menor constituye un interés apremiante en el 

ordenamiento, al amparo del poder de parens patriae, el Estado está 

plenamente facultado para ejecutar las medidas que estime 

necesarias a los fines de velar por su efectiva protección. Estrella, 

Monge, supra.  No obstante, un tribunal que dilucide la custodia, 

patria potestad o relaciones paternofiliales no puede actuar 

livianamente.  Su intervención debe estar enmarcada dentro de un 

proceso justo y equitativo.  Hernández v. Secretario, 164 DPR 390, 

395 (2005). 

En Puerto Rico, la custodia y el destino de los menores luego 

de disuelto el vínculo matrimonial es una determinación a la cual 

los tribunales deben llegar a la luz de un análisis objetivo, sereno y 

cuidadoso de las circunstancias presentes en el caso, teniendo como 

único objetivo el bienestar del menor.  Torres, Ex parte, supra, pág. 

476; Estrella, Monge, supra; Marrero Reyes v. García Ramírez, 105 

DPR 90 (1976).  En tan delicada misión, están llamados a emplear 

su criterio y considerar todos los elementos que resulten necesarios 

para emitir una conclusión acertada.  Para esto, se hace meritorio 

que su facultad discrecional encuentre apoyo en aquellas 

circunstancias que, a su juicio, sirvan a los mejores intereses del 

niño, así como en la protección del derecho del padre no custodio 

para continuar su relación afectiva en la forma y extensión que se 

establezca.  31 LPRA §383; Ortiz v. Meléndez, 164 DPR 16 (2005). 
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Para alcanzar el anterior fin, el adjudicador está llamado a evaluar 

aspectos tales como: la edad del menor, su sexo, su salud mental y 

física, su preferencia, la habilidad de las partes para satisfacer las 

necesidades afectivas, económicas y morales que requieran y la 

interrelación del menor con sus progenitores.  Ortiz v. Meléndez, 

supra; Torres, Ex-parte, supra; Nudelman, supra; Marrero Reyes, 

supra. Como norma, todos estos factores han de examinarse de 

manera conjunta, lográndose así establecer un adecuado balance 

que redunde en la solución más justa dentro de un asunto que, por 

la sensibilidad que conlleva, resulta ser de ardua adjudicación.  

Maldonado v. Burris, 154 DPR 161 (2001); Marrero Reyes, supra.   

C 

Resulta imperativo entender el alcance de nuestra función 

como foro apelativo al intervenir, precisamente, con la discreción 

judicial.  En nuestro ordenamiento rige una norma de hermenéutica 

jurídica que imprime una presunción de corrección sobre las 

determinaciones discrecionales del Tribunal de Primera Instancia, 

salvo que medie, entre otras instancias, abuso de discreción por 

parte del juzgador concernido.  En este sentido, la doctrina reconoce 

que un tribunal primario incurre en la referida conducta cuando:     

“…el juez no toma en cuenta e ignora en la decisión que 
emite, sin fundamento para ello, un hecho material 
importante que no podía ser pasado por alto; cuando el 

juez, por el contrario, sin justificación ni fundamento 
alguno, concede gran peso  y valor a un hecho 

irrelevante e inmaterial y basa su decisión 
exclusivamente en éste, o cuando, no obstante 
considerar y tomar en cuenta todos los hechos 

materiales e importantes y descartar los irrelevantes, el 
juez los sopesa y calibra livianamente.” Pueblo v. Rivera 
Santiago, 176 DPR 559 (2009), a la pág. 580.     
 

  Es precisamente el esquema antes transcrito lo que delimita 

el alcance de las funciones de revisión del Tribunal de Apelaciones 

ante un asunto propio del ejercicio de la discreción judicial.  En 

ausencia de prejuicio, parcialidad, error manifiesto o abuso de 

discreción, de ordinario, el pronunciamiento del Tribunal de Primera 
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Instancia será sostenido en toda su extensión por el tribunal 

intermedio.  Trans Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp, 184 DPR 689 

(2012); Rodríguez v. Nationwide Insurance, 156 DPR 614 (2002). 

III 

En síntesis, la apelante impugna la determinación provisional 

de custodia compartida emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia.  Sostiene que la expresión del Juzgador en cuanto a que 

la custodia compartida fue acordada entre las partes es incorrecta.  

La Sra. Vivas Barlucea aduce que, al comienzo de la vista de 

divorcio, las partes anunciaron un acuerdo de relaciones 

paternofiliales que mantiene a la menor AAAV bajo su custodia.  

También sostiene que en ningún momento el Tribunal de Primera 

Instancia dio indicio alguno de que se estaría adjudicando 

provisionalmente la custodia compartida. 

Por su parte, el Sr. Astacio Marrero expresa que la decisión 

provisional del foro de instancia es cónsona con la forma en que la 

menor AAAV ya se estaba relacionado con sus progenitores.  

Argumenta que, por la naturaleza de los acuerdos entre los padres, 

se aceptó de facto una custodia compartida.  También sostiene que 

la apelante conocía que la determinación de la custodia provisional 

era una de las controversias pendientes a resolver por el foro de 

instancia durante la vista de divorcio. 

Al examinar la Minuta sobre la vista de divorcio surge que el 

Tribunal de Primera Instancia se desvió del acuerdo de las partes 

respecto a la custodia provisional de la niña.  La Minuta especifica 

que los padres estipularon “relaciones paternofiliales” y procrearon 

“una hija cuya custodia retiene la madre”.2  Ninguna oración en ella 

alude a la custodia compartida provisional como el acuerdo 

voluntario de los padres.  De hecho, de acuerdo a una alegación de 

 
2 Minuta, pág. 1. 
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la Sra. Vivas Barlucea en su moción de reconsideración, la cual no 

fue refutada por el Sr. Astacio Marrero, el 10 de diciembre de 2019, 

las partes sometieron un proyecto de sentencia que contenía todos 

sus acuerdos y no contemplaba una custodia compartida 

provisional.3 

Aunque reconocemos que los tribunales tienen amplia 

discreción en el manejo de los procesos ante su consideración, la 

totalidad de las circunstancias del presente caso y el alto interés del 

que están revestidos los asuntos de relaciones de familia nos llevan 

a concluir que el foro primario erró al desviarse de los acuerdos entre 

las partes. Precisa destacar que el pronunciamiento apelado expresa 

que las partes habían acordado que la custodia provisional sería 

compartida a tiempo igual. Sin embargo, la Minuta de los 

procedimientos evidencia lo contrario. A pesar de que reconocemos 

que el Juzgador podía desviarse de los acuerdos de las partes, si 

entendía que ello servía en beneficio de la menor, ésta no fue la 

circunstancia que sustentó la determinación del Juez.  

IV  

En mérito de lo anterior, expedimos el certiorari solicitado por 

la Sra. Vivas Barlucea, revocamos la determinación del 6 de 

diciembre de 2019 y ordenamos la fijación de una custodia 

provisional conforme a los acuerdos esbozados por las partes en la 

vista de divorcio celebrada ese mismo día.  Por otro lado, se deja sin 

efecto la paralización de los procedimientos decretada por ese foro 

mediante Resolución emitida el 24 de enero de 2020. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.    

 
    Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                            Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
3 Moción de reconsideración limitad[a] a determinación de custodia compartida y 
acuerdos de relaciones paternofiliales, 17 de diciembre de 2019, párrafo #6. 


